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		    Introducción

				En 2007 se reformó el artículo 6 de la Constitución mexicana para reconocer, de manera expresa, el acceso a la información como un derecho fundamental de los mexicanos. Esta modificación marcó el punto de llegada de un proceso largo de 30 años que inició en 1977 con los cambios constitucionales que dieron inicio a la llamada transición mexicana. Desde entonces se consideraba que el derecho a la información era una de las condiciones necesarias para construir un régimen democrático. Sin embargo, éste se entendió de manera limitada, simplemente como el derecho de los partidos políticos de acceder a los medios de comunicación masiva; pocos aceptaron la idea de que en realidad se trataba de una transformación mucho más profunda que implicaba dejar de lado la práctica secular del secreto administrativo y la más absoluta discrecionalidad en el manejo de la información gubernamental por una nueva visión, según la cual ésta constituye un bien público que debe estar al alcance de cualquier persona.

				Tuvo que llegar la alternancia política en el año 2000 para que finalmente progresara la idea de que la información en posesión de las autoridades tiene un carácter público, y que por esta razón cualquiera puede tener acceso a ella sin necesidad de tener un interés jurídico o justificar su uso. Esto condujo a que en 2002 el Congreso federal adoptara por unanimidad la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y a que los congresos de los estados hicieran lo propio en los años siguientes. Este movimiento seguía una tendencia global, especialmente en aquellos países que consolidaban un régimen democrático (Ackerman y Sandoval, 2005; Banisar, 2006).

				Pocos años después, diferencias importantes en la legislación nacional generaron que el derecho de acceso a la información tuviera estándares diversos, por lo que se originó un amplio movimiento a favor de una reforma constitucional que estableciera las bases mínimas del ejercicio de este derecho. Se llevó así a la Constitución un conjunto de principios que modificaron radicalmente la concepción y operación de la información gubernamental. Quizás el cambio más profundo se encuentra en la fracción primera del segundo párrafo del artículo 6 constitucional que, a la letra, establece que “toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órganos y organismos federal, estatal y municipal, es pública…”. Este principio da un giro de 180 grados a la práctica administrativa en materia de información y ofrece un panorama completamente nuevo que obliga a revisar la política del manejo de la información en todo el Estado mexicano. De hecho, esta enmienda obligó a reformar todas las leyes de transparencia y acceso a la información del país, con la notable excepción de la ley federal que, en el momento de elaborar esta introducción, sigue esperando la acción del Congreso Nacional para adecuarse a los principios y bases que establece la Constitución.

				Pero una cosa es reformar la Constitución y la legislación secundaria y otra muy distinta generar los cambios institucionales, los procedimientos y las prácticas en las administraciones para darle efectividad al derecho y generar nuevas políticas en el manejo de la información. En este sentido, la reforma constitucional marca también el punto de partida de una transformación organizacional y cultural profunda. Este libro trata justamente de este proceso: buscamos indagar, documentar y entender cuál es el proceso de implementación de las leyes y las políticas de transparencia en el país y, con ello, avanzar en el conocimiento de las nuevas instituciones democráticas, de sus problemas, avances y resistencias. Más allá, buscamos contribuir a generar una línea de base para poder evaluar de manera objetiva y razonada mediante nuevas investigaciones si, y cómo, estas instituciones cumplen con los propósitos que les dieron origen.

				Es necesario reconocer que desde la expedición de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental se suscitó un inédito esfuerzo por medir sus resultados (Sánchez, 2011). La abundante producción de mediciones e índices permite identificar cuatro grandes grupos. El primero se ha concentrado en la legislación y ha buscado identificar, comparar y cuantificar su contenido, a pesar de las dificultades metodológicas que conlleva este tipo de análisis (entre otros, Quezada, 2002; Villanueva et al., 2005; Guerrero Gutiérrez y Ramírez de Alba Leal, 2006; Merino, 2006; López Ayllón y Marván Laborde, 2007; Fundar y Artículo XIX, 2009). Es importante notar que prácticamente ningún otro cambio legal en nuestro país ha generado esfuerzos similares.

				Un segundo grupo de estudios ha buscado medir los portales de transparencia. En efecto, todas las leyes en la materia obligan a los sujetos obligados a poner en Internet un conjunto de datos relacionados con el ejercicio de los recursos públicos y otros aspectos vinculados a la gestión, programas, trámites y servicios. Existe un conjunto importante de ejercicios que han medido la existencia, el contenido y la calidad de estos mecanismos electrónicos de transparencia; sin embargo, por las características metodológicas de estos análisis, los resultados no son generalmente comparables (entre otros, Axitia 2005; Observatorio Ciudadano de la Transparencia, 2005; Díaz Iturbe, 2007; Cimtra, 2008, 2010; Proyecto Fronterizo, 2009; Aregional, 2010; Política Digital, 2010).

				El tercer tipo de investigaciones ha tenido como objetivo evaluar la operación de los sujetos obligados en respuesta a solicitudes de acceso a la información mediante ejercicios de usuario simulado (entre otros, Díaz Iturbe, 2007; Sánchez y Salazar, 2010). Este tipo de estudios ha enfrentado dificultades tanto prácticas como metodológicas, pues trata de medir no sólo el cumplimiento de las formas y el tiempo que establece la legislación para dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información, sino también la calidad de las respuestas y las condiciones que tienen las organizaciones gubernamentales para dar respuesta efectiva al mandato legal y constitucional.

				Existe un cuarto grupo de estudios que, a diferencia de los anteriores, no intenta medir comparativamente conjuntos de sujetos obligados, sino que se concentra en estudios de caso de una o varias organizaciones (entre otros, De la Rocha, 2004; Canché y Canché, 2004; Rojo, 2005; Rojo y Pérez, 2006; Sour, 2006; López Ayllón y Arellano, 2007; López Jiménez, 2009; Puente, 2009). Aquí se encuentra una gran diversidad de enfoques y métodos, la mayor parte de los cuales se limita a resultados de tipo descriptivo.

				Toda esta variedad de enfoques, métodos y objetos de estudio, cuyo hilo conductor es el acceso a la información y la transparencia, ha generado un conjunto de hallazgos dispersos que no permiten generalizaciones ni explicaciones satisfactorias. En particular hacía falta una línea de base suficientemente amplia que permitiera sentar los cimientos para otras investigaciones y obtener conocimiento sólido tanto del estado que guarda la implementación de las políticas de transparencia y acceso a la información en el país, como de las bases teóricas y metodológicas que permitieran generar explicaciones robustas sobre estos fenómenos.

				
				Una de las características peculiares que ha tenido la medición del acceso a la información en México es que ha sido activamente impulsada desde las instancias gubernamentales responsables de su implementación. Así, por ejemplo, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (en adelante ifai) encargó en 2006 un estudio sobre el acceso a la información en diversos poderes federales y organismos constitucionales autónomos no sujetos a la competencia del ifai (López Ayllón y Arellano Gault, 2007). El año siguiente, la Conferencia Mexicana para el Acceso a la Información Pública (en adelante Comaip), organismo que agrupa a los 33 organismos de acceso a la información pública del país (entidades federativas, Distrito Federal e ifai), encomendó la primera Métrica de la Transparencia, estudio que fue realizado por un grupo de investigación del Centro de Investigación y Docencia Económicas y que constituyó el primer esfuerzo nacional por realizar este tipo de ejercicio (Díaz Iturbe, 2007).

				En 2009 la Comaip lanzó una nueva convocatoria pública para realizar la segunda medición nacional de transparencia y acceso a la información, conocida como Métrica de la Transparencia 2010. La propuesta presentada por un grupo de investigadores del Centro de Investigación y Docencia Económicas (en adelante el cide) fue seleccionada y esta institución ejecutó el estudio, cuyos principales resultados, junto con las bases de datos que se generaron, fueron publicados en 2010 y se encuentran disponibles en el sitio www.metricadetransparencia.cide.edu.1

				La Métrica de la Transparencia 2010 tuvo por objeto dar cuenta del estado que guardan la transparencia y el acceso a la información en todo el país, en todos los poderes (Ejecutivo, Legislativo, Judicial y órganos con autonomía constitucional) y en los tres órdenes de gobierno (federal, estatal y municipal), además de identificar avances, buenas prácticas y ventanas de oportunidad para mejorar la transparencia y los instrumentos para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. Lo anterior desde una perspectiva de mediano y largo plazo que considera que el proceso de implantación de estas políticas requiere necesariamente un proceso de maduración jurídica, organizacional e institucional, y que por ello no es razonable esperar cambios radicales en periodos relativamente breves de tiempo, sino que es necesario una política continua anclada en instituciones sólidas, procedimientos bien diseñados y recursos humanos capacitados.

				La realización del estudio supuso enfrentar diversos retos, tanto metodológicos como operativos. Para integrar las diversas dimensiones que habían sido estudiadas ya pero de manera aislada, el equipo de investigación planteó abordar el estudio desde cuatro dimensiones distintas pero interrelacionadas, que son las siguientes:

				
				
						Dimensión normativa: evalúa el marco legal a la luz de los principios del artículo 6 constitucional (y su reforma de 2007) y del Código de Buenas Prácticas y Alternativas para el Diseño de Leyes de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

						Dimensión de información pública de oficio: revisa 18 portales en cada entidad federativa, Distrito Federal y en la Federación (592 portales en total). 

						Dimensión respuesta a solicitudes de información: califica el proceso de solicitud y la calidad de las respuestas a 1 810 solicitudes de información realizadas en todo el país. 

						Dimensión de capacidades institucionales: compara las capacidades institucionales de los órganos garantes en cuanto a recursos humanos, organización, tecnología y financiamiento.

				

				
				Además de estas cuatro dimensiones, la Métrica de la Transparencia 2010 incorporó un análisis estadístico de las solicitudes de acceso y los recursos de revisión, un análisis cualitativo de cuatro unidades de enlace por entidad federativa (127 entrevistas a profundidad en total),2 una revisión de la situación que guardan los archivos y algunos elementos indirectos de cultura de la transparencia. Así, el estudio implicó realizar análisis de contenidos legales, revisión de páginas de Internet, cuestionarios, entrevistas a profundidad, revisión documental, análisis estadísticos y usuario simulado.

				Puesto que el mandato de la Comaip implicaba un estudio que comprendiera el universo de los sujetos obligados, se determinó estudiar en cada entidad federativa y el Distrito Federal a 18 de ellos:

				
				
						El Poder Ejecutivo (la oficina del gobernador o jefe de gobierno y las secretarías de Gobierno, Finanzas, Seguridad Pública, Educación, Salud y Desarrollo Social o equivalentes).

						Dos organismos descentralizados (organismo operador del agua y dif).

						El Poder Legislativo (Cámara de Diputados y entidad de fiscalización).

						El Poder Judicial.

						Los órganos autónomos (Comisión de Derechos Humanos, Instituto Electoral y órgano garante de transparencia).

						Los tres municipios o delegaciones con mayor población.3


				

				
				Respecto de los sujetos obligados del ámbito federal se buscaron los equivalentes a la lista de autoridades locales arriba señalada, eliminando por obvias razones a los municipios. Además, se agregó al Senado de la República dentro del Poder Legislativo.

				El estudio se desarrolló entre noviembre de 2009 y julio de 2010. El equipo se enfrentó a diversos problemas operativos, relacionados principalmente con la recopilación de información, la imposibilidad de presentar solicitudes de información por medios electrónicos, la necesidad de dar un seguimiento específico y puntual a las solicitudes presentadas, el hecho de tener que recoger personalmente las respuestas a algunas solicitudes, y otras cuestiones de carácter logístico.4

				La Métrica de la Transparencia 2010 constituye un diagnóstico comprensivo de la situación de la transparencia y el acceso a la información en el Estado mexicano, que abarca todos los poderes y todos los ámbitos de gobierno, y que incluye información sobre normas, procesos, capacidades y resultados. El diagnóstico es una fotografía de una realidad multidimensional extraordinariamente dinámica que cambia todos los días y cuya utilidad plena sólo podrá alcanzarse mediante un esfuerzo continuo de investigación que permita construir series de datos comparables en el tiempo.

				
				Este libro abreva, retoma y amplía los resultados de Métrica de la Transparencia 2010. En cada uno de los capítulos se busca profundizar y discutir desde una perspectiva académica algunos de los resultados obtenidos a fin de generar un diálogo con otros investigadores y con los debates internacionales en la materia. La gran cantidad de información recopilada permite realizar estudios comparados por cada una de las variables utilizadas y hacer, desde análisis de detalle, hasta comparaciones transversales por tipo de órganos (poderes ejecutivos, legislativos, judiciales, municipios, etc.) o entre órganos de una misma entidad federativa. Con todo ello se busca llenar un vacío importante en el debate académico y práctico que tiene todavía un serio déficit de investigación empírica que dé sustento a algunas de las conclusiones sugeridas hasta ahora (Mendel, 2011).

				Los hallazgos generales de la Métrica de la Transparencia 2010 que se discutirán en los diferentes capítulos de este libro muestran un avance importante en la calidad de la legislación y la existencia de capacidades institucionales en prácticamente todo el país. Los datos permiten afirmar que existen portales en casi todos los sujetos obligados analizados, se da respuesta a la mayoría de las solicitudes de acceso a la información, existen órganos garantes con grados razonables de autonomía y existe una incipiente cultura organizacional que reconoce a la transparencia como un valor democrático.

				Pese a estos avances, existen asimetrías que se identificaron tanto en la calidad de los portales, como en los procedimientos de acceso y las capacidades institucionales a lo largo del país. Estas asimetrías generan que, en un mismo estado y bajo la misma ley, diferentes sujetos obligados se comporten de manera diversa, en ocasiones con altas calificaciones, en otras con notables deficiencias. Visto de otra manera, un ciudadano se enfrenta a situaciones muy distintas en el ejercicio del derecho a la información dependiendo de la entidad federativa, de la dependencia pública y del tipo de información que solicite.

				Quizás el problema más serio se encuentra en la calidad y la exactitud de la información. Los usuarios que reciben información —sea mediante solicitudes o bien mediante los portales— carecen de mecanismos para verificarla y no existe ninguna consecuencia efectiva por la mala calidad de la información proporcionada. Esto apunta a un problema estructural del Estado mexicano que va más allá de las reformas legales en materia de acceso a la información, y que incluye el fortalecimiento institucional de los órganos garantes y de las unidades de acceso a la información; políticas deliberadas para asegurar la calidad de la información y para fortalecer la eficacia de los portales; y un ejercicio activo de promoción de la cultura de la transparencia. Los órganos garantes de la transparencia tienen en este aspecto uno de sus principales retos, que es asegurar la calidad, la exactitud y la oportunidad de la información gubernamental en todo el país.

				Se comprueba así que, aunque en todo el país existe un entramado de instituciones y procesos en materia de transparencia y acceso a la información que era impensable hace ocho años, queda todavía un largo camino por andar. El desafío más importante por resolver es cómo vincular la transparencia y el acceso a la información a una auténtica rendición de cuentas de los gobernantes, para mejorar y fortalecer la democracia mexicana (Merino, López Ayllón y Cejudo, 2010).

				
				La Métrica de la Transparencia 2010 implicó resolver una serie de problemas metodológicos y supuso una serie de postulados teóricos que conviene explicitar, pues constituyen la materia misma de este libro. 

				El acceso a la información está construido como un derecho fundamental y, por ello, sus contornos están relativamente bien definidos. Es posible determinar normativamente cuál es su fundamento, quiénes son los sujetos obligados y los derechohabientes, cuál el objeto del derecho, los procedimientos y aun las sanciones (López Ayllón, 2009; Salazar y Vásquez, 2008; Carbonell, 2006). Mucho menos claro es determinar cuáles son las condiciones institucionales, organizacionales y culturales que permiten darle efectividad. Ésta es una discusión mucho más amplia que tiene que ver con el estado del Estado de derecho, en particular en nuestro país.

				La transparencia —concepto que está relacionado con el derecho de acceso a la información pero que es más amplio— es un objeto de estudio escurridizo cuya conceptualización es aún objeto de un amplio debate, pues con la misma palabra se designan diferentes doctrinas, acciones y propósitos (Hood y Heald, 2006; Fung, Graham y Weil, 2007). Conviene destacar que en todo caso la transparencia es en sentido estricto una cualidad de un objeto, pero se le usa de manera más amplia como un conjunto de características de un proceso de información. Una empresa, una organización o un gobierno es transparente cuando mantiene un flujo de información accesible, oportuna, completa, relevante y verificable. En este sentido, resulta posible hablar de una “política de transparencia” entendida como una acción gubernamental orientada a maximizar la publicidad de la información en el proceso de ejercicio del poder y de la acción gubernamental (Merino, 2008).

				Desde esta última perspectiva es posible construir a la transparencia como un objeto de estudio, pues resulta metodológicamente posible elaborar los instrumentos para observar sus diferentes dimensiones. Sin embargo, la tarea no es sencilla pues, como muestran los diferentes capítulos de este libro, existe una multiplicidad de enfoques posibles, ninguno de los cuales agota por sí mismo el problema de la transparencia. El libro muestra con detalle los diferentes enfoques y los problemas metodológicos que cada uno de ellos supone, y prueba un camino específico cuyos alcances están a discusión.

				Desde otro punto de vista, la transparencia se ha convertido en uno de los atributos políticamente correctos de la gobernanza democrática (good governance). Se asume, por ello, que su adopción tiene una serie de consecuencias positivas y necesarias sobre los procesos políticos y de gobierno. Así, por ejemplo, se ha postulado que una democracia no se limita a los aspectos procedimentales (elecciones periódicas y competitivas), sino que se requieren condiciones para asegurar que los ciudadanos tengan elementos para hacer del voto un juicio razonado e informado sobre el gobierno. Dicho de otro modo, una participación significativa en el proceso democrático requiere de participantes informados que conozcan las alternativas disponibles y cuáles fueron los resultados esperados (Bobbio, 1992; Stiglitz, 2003). El derecho de acceso a la información y una política efectiva de transparencia gubernamental constituyen condiciones necesarias para una democracia plena.

				Se asume también que la transparencia debe tener un impacto positivo en la gestión gubernamental y el diseño de las políticas públicas, y de manera más amplia en las organizaciones públicas. El argumento, en una apretada síntesis, postula que desde el punto de vista de los agentes burocráticos, resulta racional controlar el acceso y el uso de la información. Por ello, resulta necesario establecer incentivos exógenos que transformen los comportamientos organizacionales en favor de la transparencia. El éxito de las políticas de transparencia depende entonces de una modificación de esquema de costos/beneficio para generar incentivos efectivos en favor de la divulgación de información (Arellano y Lepore, 2011: 1031 y ss.). Desde una perspectiva similar, se ha utilizado el modelo agente-principal para el análisis de los procesos de transparencia. El argumento postula que una mejor capacidad de observación del principal mediante mejor información permite un mejor control sobre las consecuencias de las decisiones del agente y con ello se genera una mejor rendición de cuentas (Arellano y Lepore, 2011: 1035).

				Estas y otras cuestiones han ocupado la literatura actual sobre la transparencia y sus efectos. Análisis recientes han mostrado que los efectos positivos no se producen necesariamente y que incluso puede generar resultados en la dirección opuesta (Roberts, 2006). Resulta importante destacar que ni la métrica ni este libro tienen como propósito avanzar en el análisis de las consecuencias de la transparencia; es decir, si se han producido o no las expectativas que prometía la implementación de las leyes de acceso a la información en nuestro país, incrementando la confianza en el gobierno, generando una nueva cultura de apertura y mejorando la gestión pública. El propósito es mucho más modesto: documentar la manera en que esas leyes se han implementado y establecer una línea de base que permitan en el futuro, y mediante otros estudios, avanzar en esa dirección. El objeto de estudio es así limitado y en buena medida descriptivo, pero sienta una base sólida para nuevos análisis, mismos que se anuncian en las conclusiones.

				Con todo, la métrica y este libro avanzan en una mejor comprensión del entorno en que se generan las políticas de transparencia y que estudios previos no habían señalado. Esta aportación busca superar la fragmentación en los estudios y la diversidad de enfoques y apunta a la necesidad de conceptualizar que la transparencia y el acceso a la información se producen en un sistema.5 Este “sistema de transparencia y acceso a la información” está construido sobre la base de los derechos y principios contenidos en el artículo 6 constitucional, y conformado por los ciudadanos y usuarios que hacen preguntas y consultan los portales, las unidades de acceso, los órganos garantes y finalmente el entorno socioeconómico en el que se desenvuelven (véase la figura 0.1). Como todo sistema, la mejora en uno de sus elementos no resulta suficiente, y es necesario actuar sobre todos ellos a la vez para generar mejores resultados. Dicho de otra manera, sin una buena demanda de información no se generará la oferta necesaria, y viceversa. Especialmente relevante resulta considerar además el contexto socioeconómico, los niveles de educación, de desarrollo económico y de cultura política que, sin duda, influyen en la materia.

                
                
                
                
				La conceptualización de la transparencia como sistema permite una mejor y más amplia comprensión del fenómeno, y con ello se abre la posibilidad de establecer hipótesis que permitan avanzar en la explicación de los determinantes jurídicos, institucionales, organizacionales y culturales a su alrededor, así como evaluar sus efectos en la vida social. También permite avanzar en las explicaciones interdisciplinarias al conectar los diversos hallazgos derivados de las diversas metodologías aplicadas. 
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			El libro que presentamos consta de seis capítulos. El primero analiza la calidad de las leyes de transparencia en la Federación, los 31 estados y el Distrito Federal, mismo que se complementa con un análisis de procesos de los mecanismos de acceso a la información y de los recursos de revisión ante los órganos garantes. Como se muestra, un buen diseño legal es una condición que facilita pero no garantiza una buena operación del derecho de acceso a la información. El segundo revisa una de las premisas de la transparencia gubernamental, que es la documentación de la gestión pública. En él se puntualiza la necesidad de archivos y gestión archivística, de la documentación de la gestión pública, así como de la organización actual de las responsabilidades en materia de gestión de archivos gubernamentales. Se da un especial énfasis a la discusión sobre los indicadores de gestión como insumos para el acceso a la información y para el desempeño de los gobiernos. 

				Los capítulos tercero y cuarto analizan las dos grandes instituciones responsables de la transparencia. Así se revisa la situación de los órganos garantes (instituciones y comisiones de acceso a la información) mediante un diagnóstico de sus capacidades institucionales, con base en tres grandes grupos de variables: dirección, organización y operación. La hipótesis central de éste es que sin capacidades institucionales suficientes difícilmente pueden generarse las condiciones para que estos órganos garantes cumplan con su importante misión. El capítulo cuarto avanza en el estudio de uno de los componentes menos analizado pero más crítico en la operación de las políticas de transparencia, que son las unidades de enlace. Se trata fundamentalmente de una revisión descriptiva sobre los distintos modos de organización de las unidades de acceso de los sujetos obligados y las características generales de los servidores públicos a cargo. Ofrece una descripción sistemática de esta información y complementa el capítulo con potenciales ventajas y desventajas de los modos de organización.

				Los capítulos quinto y sexto se orientan al acceso ciudadano a la información pública. Así, se expone en primer término un diagnóstico de los portales de transparencia y, de manera más amplia, de los mínimos indispensables para hacer de las herramientas tecnológicas un instrumento de transparencia proactiva. Junto con lo anterior se identifican los retos institucionales y las estrategias potenciales para aumentar la penetración del gobierno electrónico. El capítulo sexto presenta los resultados del ejercicio de usuario simulado, tanto cuantitativos como cualitativos, respecto de las 1 810 solicitudes de información que se presentaron como parte de Métrica de la Transparencia 2010.

				Este libro es el resultado de un esfuerzo conjunto entre el cide y la Comaip, que arroja más preguntas que respuestas y abre la puerta a nuevos estudios que profundicen en sus resultados. Los miembros del equipo de investigación queremos hacer patente nuestro más amplio reconocimiento a todos los órganos garantes del país, que mostraron siempre la mejor disposición y apoyo para la realización de la métrica. También queremos agradecer a los funcionarios de las unidades de enlace que entrevistamos en todo el país, y quienes hacen con su labor cotidiana, a veces en condiciones muy precarias, que el acceso a la información sea un derecho vivo en todo el territorio nacional. Muy en particular queremos dejar constancia de gratitud a César López y Óscar Guerra, comisionados presidentes de los institutos de transparencia de Aguascalientes y el Distrito Federal y ambos presidentes de la Comaip durante la realización de este trabajo, así como al entonces secretario ejecutivo de esa conferencia, Alejandro del Conde, y a Enrique González Tiburcio, director general de Atención a la Sociedad y Relaciones Institucionales del ifai, por su constante apoyo para sacar adelante las innumerables peripecias de este estudio. Finalmente, dejar constancia de que siempre encontramos en las autoridades del cide, Mauricio Merino, entonces director de la División de Administración Pública, José Antonio Caballero, director de la División de Estudios Jurídicos, y Enrique Cabrero, director general del cide, aliento y consejo para llevar el barco a buen puerto. Agradecemos especialmente los comentarios de nuestros dictaminadores, que enriquecieron el análisis y nos obligaron a reflexionar sobre la conexión entre nuestros hallazgos y discusiones teóricas contemporáneas. Finalmente, debemos hacer patente nuestro agradecimiento a la Fundación Hewlett, que con un generoso donativo permitió la realización de un estudio de alcance nacional. A todos muchas gracias.

				
				
					
						1 En la página se pueden encontrar el informe final, seis bases de datos y 33 documentos que exponen la situación de cada entidad federativa, cuya explotación está abierta a todos los interesados en la materia. El informe incluye además una serie de anexos metodológicos detallados que dan cuenta precisa y detallada de la manera y los criterios con los que se midió cada una de las dimensiones estudiadas y que permitirá tanto su discusión como su réplica en el futuro en otros estudios.

					

					
						2 En cada entidad federativa se entrevistaron a funcionarios de las unidades de enlace del órgano garante, de la Secretaría de Gobierno, del Congreso y de un municipio. Por diversas razones, no fue posible realizar las entrevistas en cinco unidades de enlace.

					

					
						3 En algunas entidades federativas no fue posible censar a los tres municipios con mayor población. Para el caso de Chiapas, en la dimensión “portales”, se evaluaron del segundo al cuarto municipios con mayor población; mientras que en el caso de Baja California Sur no fue posible presentar las solicitudes de acceso (dimensión usuario simulado) en el municipio de Comondú.

					

					
						4 Los resultados preliminares del estudio fueron presentados a la Comaip el 9 de septiembre de 2010 en las instalaciones del cide. En esa reunión se acordó abrir una etapa de validación de datos que permitió a los sujetos analizados revisar las bases de datos y enviar al equipo de investigación las observaciones que consideraran pertinentes. En total se recibieron observaciones de 29 sujetos obligados de 15 estados, el Distrito Federal y la Federación. Este esfuerzo permitió corregir algunos errores en las bases de datos y precisar algunos criterios que le dan mayor rigor al estudio. En términos generales los índices agregados sufrieron pequeñas variaciones no significativas, pero las observaciones generaron cambios en la posición de algunos estados en los diferentes índices. Para dar total transparencia a estas modificaciones, en la página de Internet de la métrica se encuentran las respuestas del equipo de investigación a cada una de las observaciones recibidas por entidad federativa, así como las tablas que muestran los cambios, tanto en las posiciones de los estados como en los valores de los índices.

					

					
						5 En un estudio reciente sobre el acceso a la información en la administración de Canadá, Paul G. Thomas argumenta en el mismo sentido. Para este autor el proceso de acceso a la información implica un complejo sistema de componentes y procesos interdependientes, algunos de los cuales son menos tangibles y se encuentran sumergidos en las organizaciones burocráticas de manera menos evidente que lo que la interpretación oficial y la arquitectura de la legislación en esta materia suponen. Por ello el estudio de los procesos de acceso debe incluir una perspectiva interdisciplinaria y debe aplicar diversos marcos teóricos para diagnosticar los problemas y proponer soluciones (Thomas, 2010: 3 y ss.).
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		    I. El marco normativo de la transparencia y el acceso a la información en México


				Sergio López  Ayllón

			
				Introducción: Breve historia sobre la legislación nacional en materia de acceso a la información

				
				En el Estado democrático de derecho, el principio de legalidad es el fundamento que permite la acción de la autoridad. Sin una ley que establezca un ámbito de acción específico no existe posibilidad alguna de ejercer la autoridad, de manera tal que “toda acción singular del poder está justificada en una Ley previa” (García de Enterría y Fernández, 2002: 435). Esta afirmación, que por obvia en ocasiones se olvida, sirve para recordar la importancia de la legislación como una condición indispensable para estructurar y dar vida al derecho de acceso a la información y a una política de transparencia gubernamental. Pero el principio de legalidad ha adquirido una nueva dimensión. En efecto, el 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto que reformó el artículo 1 de la Constitución mexicana. A partir de esta modificación, quizá la más importante para el derecho mexicano en las últimas décadas, es obligación de todas las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de su competencia, “promover, proteger, respetar y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad”. De esta manera, la acción y las políticas públicas del Estado deben estar orientadas y articuladas alrededor de la garantía de los derechos humanos —y con ellos el de acceso a la información— y el principio de legalidad adquiere un contenido material que otorga una dimensión completamente renovada o, como se ha dicho, un nuevo paradigma para el constitucionalismo mexicano (Carbonell, 2011). Es en este nuevo contexto que debemos reflexionar sobre la manera en que le hemos dado forma y contenido al derecho de acceso a la información en nuestro país.

				La historia de la legislación mexicana en materia de transparencia y acceso a la información es relativamente reciente, incluso joven (si se toman como referencia otras materias en donde existen décadas de experiencia).1 Su evolución y desarrollo reflejan en buena medida el tránsito que acompañó la formación del régimen democrático, así como sus dificultades para consolidarse. En efecto, durante décadas el régimen autoritario que imperó en México mantuvo al secreto administrativo2 como la regla implícita en materia de manejo de información. Esta regla suponía, a la vez, el manejo discrecional de la información y su apropiación quasi patrimonial por parte de los políticos y servidores públicos. Esta concepción estaba fuertemente arraigada en las prácticas y concepciones sobre el ejercicio del poder. El mejor ejemplo de ella está plasmado en una sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que en 1985, al resolver un amparo que intentaba ejercer el derecho a la información, estableció que ese derecho no constituía una “garantía individual consistente en que cualquier gobernado, en el momento que lo estime oportuno, solicite y obtenga de órganos del Estado determinada información”.3

				El inicio del proceso de la transición democrática en México a finales de los setenta fue de la mano con los primeros intentos por transparentar la acción pública. Las reformas constitucionales de 1977 —la llamada reforma política— incluyeron una modificación al artículo sexto que introdujo el “derecho a la información” (López Ayllón, 1984). El concepto de “transparencia” comenzó a ser utilizado, pero se circunscribía al ámbito electoral; se querían “elecciones transparentes”.

				 Paulatinamente, la concepción de la transparencia se fue ampliando, si bien de manera limitada, a ciertos ámbitos administrativos, principalmente de carácter económico, presupuestal y financiero.4 En 1995 una decisión de la Suprema Corte de Justicia hizo una nueva interpretación del artículo sexto y abrió la puerta a una concepción más amplia del contenido del derecho a informar.5 Esta visión tenía, sin embargo, limitaciones importantes, tanto de carácter conceptual como práctico, que era necesario superar. Hubo que esperar a la alternancia democrática plena, luego de las elecciones de 2000, para poder construir un auténtico derecho de acceso a la información y una política de transparencia (Cabrero y López Ayllón, 2007). 

				La aprobación en 2002 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental marcó un hito en la materia.6 Luego de su promulgación, las entidades federativas expidieron leyes equivalentes. No obstante, éstas no fueron una mera copia de la ley federal, sino que siguieron diferentes modelos. Para finales de 2007 todos los estados de la república contaban con una ley en la materia; sin embargo, los criterios y normas de esas leyes variaban notablemente (Guerra Ford, 2011; Merino, 2006; Guerrero Gutiérrez y Ramírez de Alba, 2006). La gráfica I.1 muestra el número de entidades federativas que fueron aprobando leyes en la materia por año. La escala del eje vertical termina en 33 indicando que todas las entidades federativas y la Federación contaban con legislación en la materia.7
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			Esta situación representaba un problema serio, pues implicaba que el ejercicio del mismo derecho estaba sujeto a diferentes modalidades según la entidad federativa en que se ejerciera. Por ello, el Constituyente Permanente aprobó en 2007 una reforma que adicionó el segundo párrafo del artículo 6 constitucional (López Ayllón, 2009: 14-16; Salazar, 2008). En su razonamiento, la Cámara de Diputados reconoció en su dictamen que “…el desarrollo del derecho de acceso a la información no ha estado exento de problemas, resistencias y deformaciones. Quizá la dificultad más importante es la heterogeneidad con la que se ha legislado y con la que se ejerce hoy mismo en las entidades y en las instituciones de la República. La rutina democrática que posibilita pedir información a los gobiernos sin limitaciones, luego de 33 leyes de transparencia en la Federación y los estados, ha adquirido las más variadas tonalidades, pues los procedimientos y arreglos institucionales, los límites, la apertura, la tecnología disponible y los documentos accesibles son muy distintos, por lo tanto la pregunta obligada es: ¿Puede un derecho fundamental tener tantas versiones como gobiernos, jurisdicciones administrativas y soberanías? ¿Puede un derecho diferenciar a los mexicanos de modo tan subrayado, dependiendo de la entidad federativa, del lugar de residencia o del nacimiento de una persona?”.8

				El texto reformado del artículo 6 constitucional estableció los principios y bases del ejercicio del derecho en todo el país. En otras palabras, contiene el estándar mínimo del derecho y sienta los principios de la política de transparencia gubernamental. La propia reforma constitucional estableció un plazo de un año para que las legislaturas de los estados, del Distrito Federal y la propia Federación adecuaran sus leyes a las nuevas bases constitucionales. Luego de la reforma, 19 leyes se reformaron y se expidieron 12 nuevas.9En algunas entidades se consideró expresamente que su legislación cumplía ya con el estándar constitucional. En materia federal el asunto es más complejo. Luego de un largo periodo de inactividad de poco más de dos años, el Senado de la República aprobó en diciembre de 2009 una reforma sustantiva a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. La minuta fue objeto de un duro y complejo debate en la Cámara de Diputados,10pero no se logró un consenso y ésta no ha sido aún dictaminada, en flagrante violación a lo dispuesto por la Constitución.

				Este panorama de conjunto permite plantear algunas preguntas: ¿Cuál es el grado de conformidad de la legislación nacional con el estándar del artículo sexto? Y más allá, ¿cómo podemos medir la calidad de las leyes en materia de transparencia y acceso a la información? ¿Cuáles son las mejores prácticas en la materia? ¿Y cuáles las ventanas de oportunidad para mejorar? Las respuestas a estas preguntas no son sencillas y suponen dificultades metodológicas y prácticas que abordaremos en la siguiente sección. En el tercer apartado presentamos los resultados del análisis normativo y en el cuarto presentamos un análisis detallado sobre solicitudes de acceso a la información pública y recursos ante órganos garantes (“ingeniería de procesos”). Todo ello nos permitirá una reflexión de conjunto sobre la arquitectura de las leyes, incluyendo el papel de los procesos, y una serie de recomendaciones puntuales. Importa destacar que el valor de este capítulo se enriquece cuando se lee junto con el resto de los contenidos en este libro, pues permite entender cómo incide la variable normativa en las diferentes dimensiones que se analizan. Muchos de los elementos del sistema de transparencia y rendición de cuentas que se analizan (por ejemplo, diseño institucional, portales o usuario simulado) nacen y parten de la norma, pero no se agotan en ella. Es precisamente esta interacción la que resulta interesante observar a partir de un análisis detallado del contenido de las leyes y la arquitectura de sus procesos. Por último, conviene señalar que este capítulo retoma mayormente el análisis que se hizo en la Métrica de la Transparencia 2010, estudio al que ya se hizo referencia en la introducción de este libro.

				
				El problema de la medición de la legislación: consideraciones metodológicas

				
				La medición de la calidad de cualquier legislación enfrenta serias dificultades teóricas y prácticas. En efecto, mucho se ha discutido si es posible medir una ley determinada y, en su caso, cuáles deben ser los criterios para hacerlo. En general, se reconoce que una evaluación de este tipo implica necesariamente usar un parámetro o estándar explícito, a partir del cual se realice la medición. En otras palabras, y conviene destacar esta característica, la medición de la calidad de una legislación se hace en relación con un punto de referencia que puede ser un instrumento normativo vigente, un conjunto de criterios que no se derivan necesariamente de un instrumento positivo, o bien de un modelo ideal que se construye a partir de un conjunto de elementos, normativos o no.

				En nuestro país se han realizado varias mediciones de la legislación en materia de trasparencia y acceso a la información (entre otros, Villanueva et al. 2005; Merino, 2006; Guerrero Gutiérrez y Ramírez de Alba, 2006; Díaz Iturbe, 2007; López Ayllón y Marván Laborde, 2007; López Ayllón y Arellano Gault, 2008; Fundar y Artículo XIX, 2009; cidac, 2011); todas ellas han utilizado estándares y metodologías diferentes y no existe una que haya sido replicada. Esto genera obviamente un problema de comparabilidad. Veamos esta cuestión con algún detalle.

				Villanueva et al. (2005) realizaron una primera medición en 2005, cuya construcción se hizo a partir de los principios que en materia de derecho de la información pública definieron Artículo XIX, la Organización de los Estados Americanos, Libertad de Información México y los criterios de expertos en la materia. Estos principios se tradujeron en 17 indicadores, cada uno de los cuales admite una o más variables. A todos los indicadores se les dio una ponderación de diez, siendo el valor máximo 170. Algunas de las variables suponían asignar valores binarios, mientras que en otros se admitía cierta discrecionalidad en la asignación del valor. Así, por ejemplo, en el caso del indicador “definiciones” se asignaban diez puntos si éstas eran “claras y precisas”, y sólo cinco si eran confusas o ambiguas. No se mencionan criterios para determinar cuándo se estaba en una u otra condición. Cada uno de los indicadores generó un índice, y además se produjo un índice agregado y uno por entidad federativa. Como puede observarse, esta metodología se hace a partir de una reconstrucción de un conjunto de principios no normativos, con base en la cual se valoran las leyes específicas.

				Guerrero y Ramírez de Alba (2006) propusieron el índice de evaluación de leyes estatales (iele). Éste se construyó con base en los cuatro indicadores siguientes: cobertura respecto a sujetos obligados, cobertura respecto a rubros de información pública de oficio, facilidad de acceso a la información, y promoción y observancia de la ley. Cada uno de los indicadores tiene un conjunto de variables que se califican de manera binaria. La metodología del estudio indica cómo se construyó cada una de las variables, pero no en todos los casos. Por ejemplo, en materia de obligaciones de transparencia se establece que se tomaron en cuenta aquellas que se consideran esenciales, pero no cómo se determinó esta cualidad. En otros casos, un solo indicador considera varios aspectos (por ejemplo, el indicador de promoción de observancia contempla cinco elementos que se ponderan de manera diferente). El índice es un promedio simple de los tres primeros indicadores, mismo que se multiplica por el cuarto indicador (observancia de la ley), pues se consideró necesario otorgarle un peso especial a los mecanismos de garantía y observancia de la ley. A diferencia del estudio de Villanueva, este indicador supone ponderaciones importantes y criterios más sofisticados. En cambio, considera sólo un conjunto de variables construidas ad hoc que no cubren la totalidad del contenido de una ley.

				Merino (2006) utiliza un método más simple próximo al derecho comparado. En su análisis utiliza un conjunto de variables a partir de las cuales contrasta cada ley estatal para determinar si las contienen o no. Su propósito no es generar un índice, sino simplemente contrastar de forma comparativa el contenido de cada una de ellas a partir de una serie de variables. El autor no explica cuál fue el criterio para seleccionar las variables específicas. Una metodología similar se usó en el estudio de López Ayllón y Marván (2007). En éste las leyes no se contrastan con un ideal legislativo sino contra el estándar del párrafo segundo del artículo 6 constitucional. Para construir ese estándar se atendió tanto al texto mismo de la Constitución como a los dictámenes de las cámaras de Senadores y Diputados. Tampoco se generó un índice.

				Un ejercicio distinto, aunque conceptualmente similar, es el que se encuentra en el análisis que desarrollaron López Ayllón y Arellano (2008) respecto a los otros sujetos obligados por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. En esta materia no se analizaron leyes, pero sí los reglamentos o acuerdos generales que regulan el acceso a la información en los sujetos obligados federales distintos a la administración pública federal (es decir la Cámara de Senadores, la de Diputados, el Poder Judicial, entre otros). Para este efecto se construyó un indicador de 27 variables de contenido binario que buscaban identificar el desarrollo reglamentario de diversos aspectos contenidos en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (por ejemplo, si establecían procedimientos, si contenían criterios iguales o adicionales a los de la ley, etcétera). La base para la generación de las variables es la propia ley federal. Quizás el aspecto más relevante de este ejercicio es que este indicador de calidad normativo es uno de entre cuatro (los otros son los indicadores de páginas de Internet, de usuario simulado y de calidad institucional) que se suman para generar un índice compuesto. Este estudio configura una metodología que anuncia aquella que se usaría en la Métrica de la Transparencia 2010.

				El ejercicio más sofisticado es el Índice del Derecho de Acceso a la Información en México, desarrollado por Fundar y Artículo XIX (2009). Este índice se compone de una planilla de procesamiento que se agrupa en tres variables principales compuestas de nueve variables, alimentadas por 31 indicadores, cada uno de los cuales tiene uno o varios parámetros que suman en total 199 puntos de observación binarios. Los indicadores se construyeron con base en un ideal a partir del texto del artículo 6 constitucional, los instrumentos del derecho internacional de derechos humanos, los estándares y principios en materia de transparencia y acceso a la información, así como las mejores prácticas. Los autores explícitamente reconocen que los indicadores implican criterios de progresividad; es decir, que van más allá de la norma constitucional. En este sentido, el parámetro de medición es un ideal normativo.

				Del breve recuento hecho hasta ahora resulta evidente por qué estas mediciones no son comparables, pues cada una de ellas recurre a un estándar distinto, en algunos casos construido a partir de principios generales, en otros a partir de las leyes existentes. Así, el problema más complejo y delicado que enfrentó la Métrica de la Transparencia 2010 fue determinar cuál sería el parámetro para evaluar las leyes, pues, como se ha dicho, cada una presenta características singulares. 

				Para este propósito se descartó, en primer lugar, usar como modelo una ley, pues ni la ley federal, ni ninguna de las entidades federativas puede ser considerada ex ante como una mejor alternativa. También se consideró utilizar la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información. Sin embargo, este instrumento no estaba aún aprobado en la fecha en que se realizó el estudio y, por otro lado, contiene disposiciones muy generales que dificultaban la generación de parámetros definidos. También se eliminó la posibilidad de construir un modelo a partir de principios o criterios generales, pues esto implicaba la necesidad de justificar cada elección y nos alejaba del propósito de la Métrica de la Transparencia 2010, que era establecer una medición útil que permitiera producir recomendaciones específicas. 

				Finalmente, se consideró que un buen parámetro lo constituía el Código de Buenas Prácticas y Alternativas para el Diseño de Leyes de Transparencia y Acceso a la Información Pública (López Ayllón, 2007). Este instrumento es el resultado de un ejercicio de consulta y consenso encabezado por la Comaip y el ifai, y desarrollado técnicamente por un grupo de investigadores del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam y del cide. Aunque ciertamente perfectible y discutible, el código presentaba varias ventajas para efectuar la medición. En primer lugar, incorpora los estándares del artículo 6 constitucional reformado, por lo tanto implicaba incorporar en la medición la congruencia de las leyes con éste. En segundo lugar, es el resultado de un amplio proceso deliberativo. Existen algunos contenidos bien identificados donde no hubo consenso, pero la mayor parte de sus propuestas tiene un amplio margen de aceptación. En tercer lugar, tiene un nivel de detalle suficiente para realizar una evaluación completa y sistemática de todo el contenido de todas las leyes en la materia mediante criterios homogéneos. Finalmente, el código incorpora tanto las mejores prácticas nacionales, como los estándares internacionales ya reconocidos en el derecho mexicano. Todo lo anterior permitía una medición a través de un parámetro que, si bien no es un instrumento positivo, no es una construcción discrecional de los evaluadores.

				Una vez definido el parámetro contra el cual se efectuaría la medición, fue necesario desarrollar una metodología específica para desarrollarla. Esta presenta varias innovaciones respecto de otros ejercicios previos. El análisis se organiza en 12 grandes categorías, cada una de las cuales se pondera en tres niveles de importancia (muy alta = 10; alta = 8 y moderada = 6). Cada categoría puede tener una o varias subcategorías y cada subcategoría puede estar integrada por una o varias variables. La matriz tiene un total de 156 puntos de observación (categorías, subcategorías y variables). Este alto grado de detalle permite analizar el contenido de una ley, ya sea agregando todas las categorías o, por el contrario, desagregando cada una de ellas incluso al nivel de cada variable. Esto permite diferentes niveles de comparación y por ello identificar áreas específicas de mejora.

				Es importante destacar que la ponderación propuesta da como resultado que la calificación global de una ley no sea un indicador plano, sino que refleja la importancia relativa de las diferentes categorías que la componen. Para este propósito se consideró que las categorías relacionadas con la información pública de oficio, el diseño del órgano garante, el procedimiento de acceso y el recurso de revisión tienen una importancia relativa más alta (= 10), pues constituyen el corazón de una ley. A aquellos aspectos relacionados con la organización de la información y el diseño institucional se les otorgó una ponderación media (= 8) y, finalmente, a dos categorías, cuyo contenido sustantivo ya está en la Constitución, y por lo tanto su desarrollo legislativo es relativamente menos significativo, se les dio una ponderación moderada (= 6). A cada variable se le asigna un valor binario, según los criterios que se definieron para cada una de ellas. El resultado de la suma de valores se normalizó para crear un índice entre 0 y 1, donde 1 representa el valor ideal. La metodología detallada, los criterios de medición y las fórmulas pueden consultarse en el anexo del informe Métrica de la Transparencia 2010.11
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que dan forma y sentido al derecho
de acceso a la informacién puiblica.

El objetivo de La politica de
transparencia en México es profun-
dizary discutir, desde una perspec-
tiva académica, los resultados
obtenidos en el diagndstico nacio-
nal Métrica de la Transparencia
2010, a fin de generar un didlogo
con otros investigadores y contri-
buir con el atin incipiente debate
académico en la materia. Ademds,
cada capitulo identifica avances,
buenas pricticas y ventanas de
oportunidad (en normatividad, ins-
tituciones y procesos) para mejorar
la transparencia y el ejercicio del de-
recho de acceso a la informacién
publica en nuestro pais.
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cas especficas. Estos thtulos buscan estrechar el vinculo entre los proyectos de investigacién

es director de la Divisién de
Administracién Piblica del Centro de Investigacién y
Docencia Econémicas (cide), donde es profesor-investiga-
dor desde 2006. Estudi6 en El Colegio de México, en la
London School of Economics and Political Science y en la
Universidad de Boston. Es autor, entre otros libros, de
Para entender los gobiernos estatales (Nostra, 2007) y La
construccién de un nuevo régimen de rendicién de cuentas en
las entidades federativas (Auditorfa Superior de la Federa-
cién, 2009).

es doctor en Derecho por la
unam. Obtuvo su maestrfa en Sociologfa del Derecho y
Relaciones Sociales en la Universidad de Paris I1. Es
profesor-investigador del cide, donde actualmente se
desempeiia como secretario general. Es miembro del
Sistema Nacional de Investigadores (nivel I1I) y de la
Academia Mexicana de Ciencias. Es autor de varios libros
y ha publicado numerosos articulos y capitulos de libros
en materia de derecho a la informacién y transparencia,
regulacién y sociologia del derecho.

es doctora en Ciencia
Politica por la Universidad de California San Diego
(ucsd). Su principal linea de investigacién es el andlisis
comparado de instituciones y procesos asociados con la
rendicién de cuentas gubernamental. Entre sus publica-
ciones recientes se encuentra (con Guillermo M. Cejudo)
“La rendici6n de cuentas de los gobiernos estatales en
México”, en Mauricio Merino, Sergio Lépez Ayllén y
Guillermo M. Cejudo (coords.), La estructura de la
rendicion de cuentas en México (cide - ifj/unam, 2010). Es
miembro del Sistema Nacional de Investigadores (nivel I).

COLABORADORES: DAVID ARELLANO GAULT,ANA ELENA FIERRO
J. RAMON GIL-GARCIA, WALTER LEPORE, DIRK ZAVALA

CIDE

sobre temas de coyuntura e impacto realizados en el Centro con el pablico informado y los

‘tomadores de decisiones.





OEBPS/images/c001.jpeg
FIGURA 0.1. El sistema de transparencia

' »/ Oferta

Demanda

Fuente: Métrica de la Transparencia 2010.





OEBPS/images/c002.jpeg
GRAFICALL Expedicion de las primeras leyes de transparencia
por afio

34 —r—
0 En
m
2%
2
18
15
12
. . . . . )
2003 2004 2005 2006 2007

Fuente: Elaboracién propia.





OEBPS/images/portada.jpeg
La politica
de transparencia
en México

Instituciones, logros y desafios

COYUNTU‘?%NSAYO






